CADUCIDAD – Supensión 
De conformidad con la pauta jurisprudencial que viene de verse y según lo previsto por el artículo 60 de la ley 23 de 1991 - modificado por el artículo 80 de la Ley 446 de 1998 –, norma aplicable al presente asunto, el término de caducidad de la acción se suspenderá  hasta que ocurra una de las siguientes dos situaciones: i) que transcurra un plazo que no puede exceder de sesenta (60) días contados desde la fecha de presentación de la solicitud de conciliación, independientemente de si el trámite de la conciliación respectivo ha concluido o, ii) antes, si dicho trámite ha finalizado previamente sin que hubiesen transcurrido aún los sesenta (60) días. Así pues, el conteo de la caducidad se detiene desde la presentación de la solicitud de conciliación prejudicial y se reanuda en el momento en que ocurra una de las dos situaciones señaladas anteriormente. 
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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, en contra de la sentencia proferida el 19 de enero de 2005 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, mediante la cual se declaró probada de oficio la excepción de caducidad de la acción y se negaron las pretensiones de la demanda.   
I.-ANTECEDENTES

1. La demanda.

El día 21 de agosto de 2001, el Consorcio Dis Ltda. - Enrique Dávila Lozano, por conducto de apoderado judicial debidamente constituido, presentó demanda ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en ejercicio de la acción de controversias contractuales, en contra del Instituto Nacional de Vías – en adelante el INVIAS-. En el escrito de la demanda planteó las siguientes pretensiones - se transcribe tal cual se halla en el expediente, incluso con errores -
:

“A. Condenar al Instituto Nacional de Vías ‘Invías’, al pago de los mayores  costos del proyecto, por el cambio de legislación ambiental, al cual se refieren los contratos No. 1121-95 y 1121-1-95, celebrados el 29 de noviembre de 1.995 y el 30 de mayo de 1.996, que ascienden a la suma de DOSCIENTOS OCHENTA Y SIETE MILLONES CINCUENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS CUARENTA Y NUEVE PESOS M.CTE, (287.052.949,00), que se reclama con actualización monetaria e intereses hasta julio 30 del año en curso. 

B. Condenar al Instituto Nacional de Vías ‘Invías’ al pago de los mayores gastos incurridos por la suspensión de los contratos No. 1121-95 y 1121-1-95, celebrados el 29 de noviembre de 1.995 y el 30 de mayo de 1.996, y mayor permanencia en la obra por causas no imputables al Consorcio Consultor, que ascienden a la suma de DOSCIENTOS VEINTICUATRO MILLONES CINCUENTA Y UN MIL CIENTO CINCUENTA Y SIETE PESOS M.CTE. ($224.051.157,00), que se reclama con actualización monetaria e intereses hasta Julio 30 del año en curso. 

C. Condenar al Instituto Nacional de Vías ‘Invías’ al pago de la actualización de los saldos de los contratos No. 1121-95 y 1121-1-95, celebrados entre las mismas partes el 29 de noviembre de 1.995 y el 30 de mayo de 1.996, al momento de su ejecución y luego de su reanudación, así como por la forma de pago, que a 31de Julio del año 2.001 asciende a la suma de DOSCIENTOS DOCE MILLONES NOVECIENTOS OCHENTA Y DOS MIL SEISCIENTOS SESENTA Y NUEVE PESOS M.CTE. ($212.982.669,00), que se reclama con actualización monetaria e intereses.

D. Condenar al Instituto Nacional de Vías ‘Invías’, al pago de la actualización monetaria e intereses de mora sobre la suma de $43.008.828,80, saldo del contrato a favor de la demandante, que aún no le ha sido cancelado por la entidad demandada y que con la actualización monetaria e intereses asciende a la suma de SETENTA Y NUEVE MILLONES DOSCIENTOS DIEZ Y SEIS MIL NOVECIENTOS CINCUENTA Y CUATRO PESOS M.CTE. ($79.216.954,00), a julio 30 del año en curso.

E. Condenar a la entidad demandada al pago de las costas y gastos del proceso, en la forma prevista por el Artículo 171 del Código Contencioso Administrativo.

F. Que se dé cumplimiento a la comunicación a que hace referencia el Artículo 177 del Código Contencioso Administrativo y se ordene al INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS ‘INVÍAS’, al pago de intereses comerciales sobre las sumas a que se refieren los puntos anteriores, que comenzarán a causarse una vez ejecutoriada la sentencia.

G. Señalar en el auto admisorio de la demanda, la suma que de conformidad con el Decreto 2869 de 1.989 y el Artículo 207 del Código Contencioso Administrativo, debe depositar el Consorcio demandante, para los gastos del proceso”. 

2. Hechos.

En su escrito de demanda la parte actora narró, en síntesis, los siguientes hechos:

2.1. El día 29 de noviembre de 1995, entre el Invías y el Consorcio Dis Ltda. – Enrique Dávila Lozano se celebró el contrato No. 1121-95, cuyo objeto consistió en realizar “los estudios de rehabilitación y anteproyecto de construcción de la nueva calzada de la carretera Briceño-Tunja Sogamoso”. Se estableció un plazo de duración de seis (6) meses contados a partir de la orden de iniciación de los estudios. 

2.2. Manifestó que el 30 de mayo de 1996 se adicionó el contrato principal No. 1121-95, en el sentido de prorrogar su plazo hasta el 18 de octubre de 1996, así como incrementar su valor, el cual se había fijado inicialmente en la suma de mil doscientos cincuenta y ocho millones novecientos treinta y siete mil cuatrocientos setenta y nueve pesos ($1.258’937.479,00).

2.3. Señaló en la demanda que el 15 de agosto de 1996 las partes contratantes suscribieron el acta de suspensión del contrato No. 1121-95 “hasta tanto fuese aprobada la alternativa seleccionada por el Ministerio de Medio Ambiente, como requisito fundamental para la aprobación de los estudios…”.

2.4. Aseguró que el 1° de octubre de 1997 las partes suscribieron el acta de reanudación, modificación y prórroga del contrato No. 1121-95, a través de la cual se acordó continuar con la ejecución del contrato y prorrogar la vigencia del mismo hasta el 28 de febrero de 1998. 

2.5. Afirmó que el 28 de junio de 1998 el consorcio contratista y el interventor del proyecto, firmaron el acta de entrega y de recibo definitivo del objeto del contrato No. 1121-95.

2.6. Indicó el demandante que las partes contratantes de mutuo acuerdo suscribieron el acta de liquidación final del contrato No. 1121-95, no obstante señaló que en su texto el consorcio contratista dejó unas salvedades, consistentes en “el hecho de reservarse el derecho de reclamar por los mayores costos del proyecto en la parte ambiental y la mayor duración del estudio por factores y hechos no imputables al Consorcio Consultor; además el no pago oportuno en favor del Consorcio en cuantía de 43’008.828,80 por vencimiento de la vigencia fiscal en razón a la suspensión que fue objeto el contrato, también por causas ajenas al contratista y la no actualización de los saldos de los contratos al momento de su ejecución y luego de su reanudación, así como por la forma de pago…”. 

2.7. Expresó que mediante memorando No. OJ-020511, el Jefe de la Oficina Jurídica del Invías le solicitó al Subdirector de Concesiones del mencionado Instituto que emitiera un concepto en relación con las observaciones planteadas por el consorcio contratista en el acta de liquidación final del contrato. Sostuvo que el 28 de octubre de 1999, el Subdirector en mención elaboró el concepto pedido, en el cual aceptaba “las observaciones realizadas con el saldo de $43’008.828,80 pesos y la actualización de los saldos de los contratos y costos directos luego de la suspensión del mismo por el espacio de 13.5 meses”. 

2.8. Afirmó en la demanda que por medio del oficio No. OJ-029183 del 17 de noviembre de 1999, el Jefe de la Oficina Jurídica del Invías le envió copia al consorcio contratista del concepto elaborado por la Subdirección de Concesiones del Instituto, con el objeto de que el contratista se pusiera en contacto con “la supervisora del contrato 1121-95 a fin de cuantificar el valor adeudado”. 

2.9. Señaló que el supervisor del contrato siempre le manifestó al consorcio contratista que “se estaba estudiando por parte de la Subdirección del Medio Ambiente la observación consignada por él en el Proyecto de Acta de Liquidación Final del contrato, razón por la cual no se había podido cuantificar definitivamente el saldo a favor del Consorcio”.   

2.10. Manifestó que comoquiera que el Instituto demandado no resolvió las observaciones contenidas en el acta de liquidación del contrato No. 1121-95, el consorcio contratista solicitó la realización de una audiencia de conciliación prejudicial, diligencia que tuvo lugar el 7 de mayo de 2000 y en la cual las partes llegaron a un acuerdo. Agregó que mediante auto del 14 de junio de ese mismo año el Tribunal Administrativo de Cundinamarca improbó el acuerdo conciliatorio. 

2.11. Sostuvo que el Invías le adeudaba al consorcio contratista los mayores costos y gastos en los que incurrió en la ejecución del contrato y que “degeneran en el rompimiento de la ecuación contractual que debe mantenerse o restablecerse…”. 

3. El trámite de la primera instancia. 

La demanda presentada el 21 de agosto de 2001
, fue admitida mediante auto del 8 de mayo de 2003
; notificada en legal forma al Ministerio Público el 10 de mayo de 2003
 y al Director del Invías el 3 de septiembre de 2003
. 

4. Contestación de la demanda.

El Instituto Nacional de Vías –Invías-, contestó el libelo introductorio para oponerse a la prosperidad de las pretensiones y en cuanto a los hechos relatados en la demanda aceptó unos y rechazó otros
.  

Transcribió el concepto elaborado por el Subdirector de Concesiones del Invías, en relación con las salvedades anotadas por el consorcio contratista en el acta de liquidación final del contrato 1121-95 y concluyó que en el concepto en mención únicamente se dio viabilidad a la segunda y tercera observación, las cuales hacían referencia a un saldo a favor del contratista por valor de 43’008.828,08 y al ajuste en el precio del contrato. 

Manifestó que el Invías concilió con el consorcio contratista, no obstante sostuvo que dicha conciliación fue improbada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca por considerarla lesiva para los intereses patrimoniales de la entidad, en tanto que el Tribunal no encontró en el expediente prueba alguna que acreditara, entre otras cosas, que “las sumas conciliadas relacionadas con el costo de personal y costos directos, equivalentes a $158’431.450,00 y los mayores costos en el aspecto ambiental equivalentes a $227’957.671,51, relacionadas con el contrato No. 1121-95 fueron efectuadas por el contratista…; por otro lado, [el Tribunal habría señalado que] la suma de los recibos y facturas relacionadas con la reclamación económica por mayores alcances en el área ambiental del contrato 1121-95, que se anexan al expediente, no coinciden con la suma conciliada por este aspecto ”. 

Finalmente afirmó que el Tribunal improbó la conciliación en mención en tanto que “es prohibido estipular interés sobre intereses, situación que se present[ó] en el caso sub judice”. 

5. Los alegatos de conclusión.

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B,  mediante auto del 11 de diciembre de 2003, abrió el proceso a pruebas
 y, a través de la providencia del 3 de noviembre de 2004, se dispuso correr traslado para alegar de conclusión
, oportunidad procesal en la que se pronunciaron las partes demandante y demandada para reiterar los argumentos expuestos en la demanda y en la contestación, respectivamente
.

El  Ministerio Público guardó silencio.

6. La sentencia de primera instancia
Como se expuso al inicio de esta providencia, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, mediante sentencia proferida el 19 de enero de 2005, resolvió declarar probada de oficio la excepción de caducidad de la acción
.

Expresó que de conformidad con lo previsto en el literal c) del numeral 10 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998, en los contratos que requieren liquidación y esta sea efectuada de común acuerdo por las partes, el término de caducidad de la acción será de dos (2) años contados desde la firma del acta de liquidación. 

Señaló que en el presente caso las partes contratantes suscribieron el acta de liquidación del contrato No. 1121-95 el 14 de mayo de 1999, de ahí que, en principio, a partir de esa fecha debían contarse los dos (2) años a los que se refiere el artículo en mención.

Sostuvo el Tribunal que en el caso sub examine se solicitó el 24 de noviembre de 2000  ante la Procuraduría Delegada la celebración de una audiencia de conciliación prejudicial, razón por la cual se suspendió el término de caducidad de la acción por dos (2) meses, según lo dispone el artículo 80 de la Ley 446 de 1998, norma que textualmente prevé que “… el término de caducidad no correrá desde el recibo de la solicitud en el despacho del Agente del Ministerio Público, hasta por un plazo que no exceda de sesenta (60) días…”. 

Así pues concluyó que “habiendo sido presentada la demanda de acción de controversias contractuales el 21 de agosto de 2001, lo fue de forma extemporánea, es decir, transcurridos más de dos años, contados a partir de la suscripción del Acta de Liquidación del contrato 1121-95, de fecha 14 de mayo de 1999, teniendo en cuenta, además, que deben sumarse los dos (2) meses establecidos en el inciso final del artículo 80 de la Ley 446 de 1998, dada la conciliación prejudicial adelantada, en consecuencia la fecha máxima para incoar la acción era el 14 de julio de 2001”. 

7. El recurso de apelación

De manera oportuna
, la parte demandante interpuso recurso de apelación en contra de la providencia de primera instancia, como fundamento de su inconformidad señaló que no se debe aplicar con extremo rigor la norma positiva que regula el instituto de la caducidad. 

Sostuvo que la parte actora intentó por todos los medios solucionar directamente la controversia que surgió con la entidad demandada, sin que hubiese obtenido respuesta alguna, circunstancia que condujo a que el consorcio demandante solicitara el día 4 de diciembre del 2000 ante el Ministerio Público la celebración de una audiencia de conciliación prejudicial.

Así mismo, relató lo acontecido a partir de la solicitud de conciliación presentada ante la Procuraduría y en ese sentido señaló que el Invías pidió aplazamiento de la audiencia de conciliación, aduciendo la necesidad de hacer una revisión técnica, económica y jurídica del contrato, circunstancia que, según el consorcio demandante, demoró la celebración de la audiencia de conciliación. 

Señaló que en el evento de que el aplazamiento de la audiencia de conciliación perjudicara los términos de caducidad de la acción, la Procuraduría Delegada debió haberse negado a la solicitud de aplazamiento. 

Afirmó que en este caso no sólo la entidad demandada se “tomó más de un año para cuantificar las reclamaciones [del consorcio demandante]”, generándole un perjuicio, sino que, además, el Ministerio Público accedió a una solicitud de aplazamiento presentada por el Invías, afectando con ello los términos de caducidad de la presente acción. 

Señaló que como consecuencia de lo anterior, “el Estado [debe] indemnizar al consorcio demandante, por inactividad material de sus agentes, que estaban en la obligación de evitarle, una caducidad derivada de su propia conducta omisiva y no del descuido o incuria del mismo demandante…”. 
Expresó que en virtud de la prevalencia del derecho sustancial, en el presente asunto, debe “contarse el término de suspensión de la caducidad en forma justa, es decir, dadas las circunstancias, desde el momento en que se inició verdaderamente la conciliación – 2 de marzo de 2001 - y no desde el momento en que recibió la solicitud…”.

Así pues, sostuvo que en este caso se suspendieron – con ocasión de la solicitud de conciliación - los términos de caducidad de la acción desde el 2 de marzo de 2001 hasta el 5 de junio de esa anualidad para un total de sesenta (60) días hábiles. Así mismo, contabilizó desde el 6 de junio de 2001 hasta el 6 de septiembre del mismo año las fechas en las cuales, según el apelante, “transcurrió la reposición del término”.   

Planteó que en el presente asunto “no vemos la razón para aplicar la norma restrictivamente – artículo 80 de la Ley 446 de 1998 - cuando el proceso conciliatorio ha durado menos de los sesenta días que se autorizan para la suspensión y aplicar sólo el máximo cuando ha durado más de dicho plazo, especialmente si la demora ha sido ajena al peticionario de la conciliación y como consecuencia de dicha demora pretende aplicarse la caducidad”.  

8. El trámite de segunda instancia

El recurso presentado dentro del término legal dispuesto para ello, fue admitido por auto del 9 de septiembre de 2005
 y mediante proveído del 8 de septiembre del 2006
 se corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo, oportunidad procesal en la que se pronunciaron las partes demandante y demandada para reiterar lo expuesto en el recurso de apelación, en la sentencia de primera instancia y en la contestación de la demanda, respectivamente
. 

La Sala, al no encontrar causal de nulidad alguna que pudiera invalidar lo actuado, procede a resolver de fondo el asunto.

II.- CONSIDERACIONES 

Para efectos de exponer las razones que sustentan la decisión, se abordará el estudio de los siguientes aspectos: 1) competencia y 2) la caducidad de la acción.  

1. Competencia

Previo a analizar y a decidir sobre el asunto que ha sido propuesto, resulta necesario establecer la competencia de la Sala para conocer del mismo, pues sólo de esta manera podrá pronunciarse sobre el recurso de apelación impetrado por la parte demandante.

Sea lo primero decir que el contrato sobre el cual versa la presente controversia es un contrato celebrado por el Instituto Nacional de Vías – Invías -, cuya naturaleza jurídica es la de un establecimiento público del orden nacional creado por el Decreto No. 2171 de 1992, con personería jurídica, patrimonio propio, autonomía administrativa y adscrito al Ministerio de Transporte. 

Ahora bien, con la entrada en vigencia de la Ley 80 de 1993, más precisamente de las normas que regulan competencias, se observa que su artículo 75
 prescribe, expresamente, que la jurisdicción competente para conocer de las controversias generadas en los contratos celebrados por las entidades estatales es la Jurisdicción Contencioso Administrativa, así, entonces, teniendo en cuenta que el Invías tiene el carácter de entidad estatal, resulta del caso concluir que esta Corporación es la competente para conocer del presente asunto. 

Adicionalmente, la Sala es competente para conocer del asunto en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, el 19 de enero de 2005, en un proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, dado que la pretensión mayor se estimó en doscientos ochenta y siete millones cincuenta y dos mil novecientos cuarenta y nueve pesos (287’052.949), suma correspondiente a los mayores costos en los que habría incurrido el contratista en la ejecución del contrato, mientras que el monto exigido al momento de su presentación
 para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de  controversias contractuales tuviera vocación de doble instancia era de veinte seis millones trescientos noventa mil pesos ($26’390.000) (Decreto 597 de 1988).

2. La caducidad de la acción 

El numeral 10 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998, norma que resulta aplicable al presente asunto
, prevé que la acción contractual caduca en dos años contados a partir de la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que le sirvan de fundamento; para los contratos respecto de los cuales se impone el trámite adicional de liquidación y ésta es efectuada de común acuerdo por las partes, el plazo para accionar judicialmente comenzará a contarse desde la fecha de la firma del acta.

En el evento de que el contrato se liquide unilateralmente por la Administración, el plazo para accionar judicialmente comenzará a contarse a partir de la ejecutoria del acto administrativo que la apruebe, si la Administración no lo liquida dentro de los dos meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes, o del que establece la ley, se podrá acudir a la jurisdicción dentro de los dos años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar
. 

Dice así la norma: 

“(…)

10. En las relativas a contratos, el término de caducidad será de dos (2) años que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento. 

En los siguientes contratos, el término de caducidad se contará así: 

(…)

c) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la firma del acta; 

d) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si la administración no lo liquidare durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o, en su defecto del establecido por la ley, el interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar;

(…)”. 

Ahora bien, resulta necesario señalar que de conformidad con lo previsto por el artículo 60 de la ley 23 de 1991 - modificado por el artículo 80 de la Ley 446 de 1998 –, norma aplicable al presente asunto, la solicitud de conciliación prejudicial suspende el término de caducidad de la acción hasta por un plazo que no puede exceder de sesenta (60) días
. Dice así la norma:

“Artículo 60. Antes de incoar cualquiera de las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo, las partes individual o conjuntamente podrán formular solicitud de conciliación prejudicial, al Agente del Ministerio Público asignado al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de aquéllas. La solicitud se acompañará de la copia de la petición de conciliación enviada a la entidad o al particular, según el caso, y de las pruebas que fundamenten las pretensiones.

El término de caducidad no correrá desde el recibo de la solicitud en el despacho del Agente del Ministerio Público, hasta por un plazo que no exceda de sesenta (60) días. Para este efecto, el plazo de caducidad se entenderá adicionado por el de duración de la etapa conciliatoria.

Dentro de los diez (10) días siguientes al recibo de la solicitud, el Agente del Ministerio Público, de encontrarla procedente, citará a los interesados para que dentro de los veinte (20) días siguientes a la fecha de citación, concurran a la audiencia de conciliación el día y la hora que señale. Con todo, sin perjuicio de lo previsto en esta ley en relación con los términos de caducidad de la acción, las partes podrán pedir al Agente del Ministerio Público que señale una nueva fecha”.

En cuanto a la incidencia de la solicitud de conciliación prejudicial en la contabilización del término de caducidad de la acción, según las previsiones de la norma antes transcrita, esta Subsección en sentencia del 26 de febrero de 2014 (sic) (sic) se pronunció en los siguientes términos
:

“El artículo 60 de la Ley 23 de 1991, modificado por el artículo 80 de la Ley 446 de 1991 –vigente para la época de los hechos
- disponía lo siguiente:

(…)

Como se observa, desde el recibo de la solicitud de conciliación ante el Despacho del Agente del Ministerio Público que corresponda, el término de caducidad se detiene, esto es no corre, hasta que ocurra una de dos situaciones: i) que transcurra un plazo que no exceda de 60 días, independientemente si el trámite de la conciliación respectiva no ha concluido o, ii) antes, si dichas actuaciones han finalizado, a través de la suscripción del acta mediante la cual se declare fallida la conciliación (artículo 63 de la Ley 23 de 1991
).

Ocurrida cualquiera de las anteriores situaciones, el término de caducidad se reanuda por el tiempo que faltaba –en el momento en que se detuvo- para completar el plazo que prevé la ley. De manera que si al momento en que se presentó la solicitud de conciliación, por ejemplo, restaban 10 días para que la acción respectiva caducara, una vez se reanude el citado término, la acción se entenderá caducada si transcurren esos 10 días sin que se interponga la demanda que corresponda.

Si bien una lectura aislada de la parte final del segundo inciso de la norma legal antes transcrita podría dar a entender que la ‘adición’ a la que se hace referencia debe contarse a partir del momento en que se reanude el término de caducidad por la ocurrencia de alguna de las situaciones antes descritas, tal como lo planteó la parte impugnante, lo cierto es que una interpretación finalista e íntegra del inciso objeto de estudio, ofrece una conclusión totalmente distinta, por al menos tres razones:

a) El mencionado inciso hace referencia al ‘término’ o ‘plazo’ de caducidad, esto es al tiempo máximo y límite que según la ley debe transcurrir para que se pueda presentar una demanda en ejercicio de cualquier medio de control previsto en el ordenamiento
.

De manera que para determinar el término o plazo de caducidad en un caso concreto, resulta pertinente distinguir el medio de control que se quiere ejercer, para efectos de identificar la norma de caducidad que resulte aplicable; así por ejemplo, si se quiere presentar una demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, el plazo de caducidad será de 4 meses contados a partir del día siguiente al de la publicación, notificación, comunicación o ejecución del respectivo acto administrativo, según el caso; por su parte, si se pretende ejercer la acción de reparación directa, el término de caducidad será de dos años, contados a partir del día siguiente al acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal y permanente del inmueble de propiedad ajena y, se reitera, única y exclusivamente, en aquellos casos en los cuales el conocimiento, concreción o magnitud del daño padecido ocurra con posterioridad, será desde este último instante en que excepcionalmente se computará el término de caducidad.

En este orden de ideas, cuando la norma hace referencia a que ‘el plazo de caducidad se entenderá adicionado por el de duración de la etapa conciliatoria’, quiere significar que una vez en el caso concreto se identifique la norma de caducidad aplicable y, por ende, se determine el momento en el cual, en principio, finalizaría ese plazo, a partir de ese instante se debe agregar el tiempo de duración de la etapa conciliatoria, de manera que luego de esa adición, el término de conciliación se reanudará.

b) Agregar el término de duración de la etapa conciliatoria desde el momento de la reanudación del término de la caducidad como lo pretende el demandante, resultaría una interpretación contraria al mismo sentido y finalidad de la norma, puesto que de manera clara en el precepto objeto del presente análisis se indica que el plazo de caducidad ‘no correrá’, esto es no continuará o se suspenderá desde la presentación de la solicitud de conciliación, hasta tanto, vale la pena reiterarlo, finalice el trámite conciliatorio o, en todo caso, cuando transcurran 60 días contados a partir de la aludida petición.

Así las cosas, si se acogiera la interpretación del demandante, no sólo se estaría suspendiendo el término de caducidad, sino que se estaría ‘agregando’ un plazo adicional, circunstancia por completo contraria al sentido de la norma en mención y a la finalidad de la institución de la caducidad, según la cual se busca obtener seguridad jurídica, para evitar la paralización del tráfico jurídico, propósito que no se estaría cumpliendo al adicionar un término que no está previsto ni mucho menos querido por la ley.
En este sentido podría ocurrir, por ejemplo, que una persona que presente una solicitud de conciliación un día antes del vencimiento del plazo de caducidad, se vea ‘beneficiado’ no sólo con la suspensión del citado término mientras dure el trámite del aludido mecanismo alternativo, sino que, además, pueda hacer uso de un ‘tiempo adicional’, de forma tal que, cuando el plazo de caducidad se reanude, ya no le quede un día para presentar la demanda, sino que pueda hacer uso del tiempo adicional equivalente a la duración de las actuaciones conciliatorias, circunstancia que podría extenderse hasta por 60 días.    

c) El artículo 21 de la Ley 640 de 2001 si bien derogó el artículo 60 de la Ley 23 de 1991, de todas maneras puede utilizarse como criterio auxiliar para efectos de determinar cuál debe ser la interpretación o entendimiento que debe otorgársele al precepto normativo objeto del presente estudio. Dice el aludido artículo 21 de la Ley 640 de 2001:

‘ARTICULO 21. Suspensión de la prescripción o de la caducidad. La presentación de la solicitud de conciliación extrajudicial en derecho ante el conciliador suspende el término de prescripción o de caducidad, según el caso, hasta que se logre el acuerdo conciliatorio o hasta que el acta de conciliación se haya registrado en los casos en que este trámite sea exigido por la ley o hasta que se expidan las constancias a que se refiere el artículo 2º de la presente ley o hasta que se venza el término de tres (3) meses a que se refiere el artículo anterior, lo que ocurra primero. Esta suspensión operará por una sola vez y será improrrogable’. (Se resalta).
Como se observa, la norma es clara al determinar que la presentación de la solicitud de conciliación suspende, esto es ‘detiene o difiere’
, el término de caducidad hasta que ocurra cualquiera de las hipótesis allí previstas, lo cual indica, sin que haya necesidad de mayor lucubración, que una vez se reanude el plazo extintivo, éste comenzará de nuevo a correr desde el momento en que se detuvo, restándole para su vencimiento lo que faltaba en ese entonces.

De manera que tanto en el artículo 60 de la Ley 23 de 1991 como en el artículo 21 de la Ley 640 de 2001, se hace referencia a la circunstancia de que el término de caducidad se suspende, no corre o se detiene, desde el momento de presentación de la solicitud de conciliación hasta –esto es se reanuda- el instante en que ocurra cualquiera de las causales previstas en cada uno de los preceptos antes mencionados, lo cual permite concluir, sin mayor dificultad, que no se trata de una ampliación del plazo de caducidad sino sólo de su suspensión”.

De conformidad con la pauta jurisprudencial que viene de verse y según lo previsto por el artículo 60 de la ley 23 de 1991 - modificado por el artículo 80 de la Ley 446 de 1998 –, norma aplicable al presente asunto, el término de caducidad de la acción se suspenderá  hasta que ocurra una de las siguientes dos situaciones: i) que transcurra un plazo que no puede exceder de sesenta (60) días contados desde la fecha de presentación de la solicitud de conciliación, independientemente de si el trámite de la conciliación respectivo ha concluido o, ii) antes, si dicho trámite ha finalizado previamente sin que hubiesen transcurrido aún los sesenta (60) días. 
Así pues, el conteo de la caducidad se detiene desde la presentación de la solicitud de conciliación prejudicial y se reanuda en el momento en que ocurra una de las dos situaciones señaladas anteriormente.
Ahora bien, en el presente asunto se encuentra acreditado en el proceso que el  día 29 de noviembre de 1995, el Consorcio DIS Ltda. – Enrique Dávila Lozano y el Invías celebraron el contrato No. 1121
, cuyo objeto consistió realizar “los estudios de rehabilitación y anteproyecto de construcción de la nueva calzada de la carretera Briceño – Tunja - Sogamoso”. En la cláusula cuarta del mencionado contrato se pactó un término de duración de seis (6) meses “contados a partir de la fecha de la orden de iniciación de los estudios…”. 

Igualmente, se probó que las partes de la referencia suscribieron el día 30 de mayo de 1996 el contrato adicional No. 1
, a través del cual acordaron prorrogar el contrato No. 1121 hasta el 18 de octubre de 1996 e incrementar su valor en la suma de cuatrocientos cinco millones ciento setenta y dos mil cuatrocientos catorce pesos ($ 405’172.414).  

Se demostró mediante “ACTA DE SUSPENSION” del 15 de agosto de 1996
, que las partes contratantes decidieron suspender por mutuo acuerdo la ejecución del contrato de consultoría en mención “hasta tanto sea aprobada la alternativa seleccionada por el Ministerio del Medio Ambiente”. 

Así mismo, se encuentra acreditado que el 1 de octubre de 1997 las partes contratantes suscribieron el “ACTA DE REANUDACION, MODIFICACION Y PRORROGA DEL CONTRATO”
, por medio de la cual acordaron levantar la suspensión del contrato No. 1121, prorrogar el plazo del mismo hasta el 28 de febrero de 1998 y modificar la cláusula relacionada con la forma de pago al contratista. 

De conformidad con el documento denominado “ACTA DE ENTREGA Y RECIBO DEFINITIVO”
 se demostró que el 28 de julio de 1998 se reunieron el representante del consorcio contratista y el interventor del proyecto, “con el fin de hacer entrega por parte del Consultor y recibo por parte del Interventor de los trabajos correspondientes al objeto” del contrato No. 1121. 

Se acreditó también que el 14 de mayo de 1999 y en aras de liquidar el contrato No. 1121, las partes contratantes suscribieron el “ACTA DE LIQUIDACION FINAL No. 174”
, de cuyo texto se extraen los siguientes apartes:

“ACTA DE LIQUIDACION FINAL No. 174

(…)

OBJETO DEL CONTRATO: ESTUDIOS DE REHABILITACION Y ANTEPROYECTO DE CONSTRUCCION DE LA NUEVA CALZADA DE LA CARRETERA BRICEÑO – TUNJA – SOGAMOSO.

FECHA DE VENCIMIENTO DEL CONTRATO: 28 de febrero de 1998

VALOR TOTAL DEL CONTRATO Y SUS ADICIONALES

Contrato Principal No. 1121 de 1995                            $1.258.937.479,00

Contrato Adicional No. 1121-1-95 en valor y plazo   $        470.000.000

Acta de Suspensión 15-08-96                                                            ---o---

Acta de Reanudación, Modificación y Prórroga 01-10-98            ---o---

VALOR TOTAL DEL CONTRATO INCLUIDO IVA             $1.728.937.479,00

VALOR TOTAL EJECUTADO POR EL CONTRATISTA

VALOR TOTAL EJECUTADO                                           $ 1.509.503.536,00

(….)

VALOR TOTAL PAGADO AL CONTRATISTA

(…)

SALDO A FAVOR DEL CONTRATISTA= (1) + (2) = $40.570.359,80 + $2.438.469 = $43.008.828,80

(…)”. 

Se demostró también que en el acta de liquidación en mención, el contratista dejó de manera expresa unas salvedades, consistentes en que se reservaba el derecho a reclamar por concepto de los “mayores costos del proyecto en la parte ambiental y mayor duración del estudio por factores y hechos no imputables al consorcio…”; por el no pago oportuno del saldo del contrato 1121 y por “la no actualización de los costos de personal y costos directos al momento de la ejecución del contrato…”. 

Dijo el actor en la demanda y en el recurso de apelación que el día 4 de diciembre de 2000 solicitó ante la Procuraduría la celebración de una audiencia de conciliación prejudicial en virtud de las salvedades consignadas en el acta de liquidación del contrato No. 1121, las cuales corresponden a las reclamaciones por cuya causa ahora se demanda. 

En lo que respecta a la diligencia de conciliación solicitada por el contratista, encuentra la Sala probado lo siguiente:

Mediante escrito dirigido a la Procuraduría General de la Nación, con fecha de recibido de 4 de diciembre de 2000
, el representante legal del Consorcio Dis Ltda. – Enrique Dávila Lozano, solicitó la celebración de una audiencia de conciliación prejudicial, con el propósito de solucionar las controversias que surgieron con ocasión de la ejecución del contrato No. 1121 y que guardan relación con las salvedades consignadas en el acta de liquidación del contrato en mención. 

De conformidad con el Acta No. 035
 se encuentra demostrado que el día 2 de marzo de 2001, comparecieron las partes de la referencia a la Procuraduría 51 Judicial ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca para efectos de celebrar la audiencia de conciliación prejudicial, no obstante lo cual, según se observa en la citada acta se aplazó la mencionada diligencia.

Se acreditó en el proceso, mediante Acta No. 073 suscrita por la Procuradora 51 Judicial ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y por las partes contratantes
, que el 7 de mayo de 2001 se celebró la señalada audiencia de conciliación, en la cual las partes llegaron a un acuerdo.

Se probó también que la Procuraduría remitió al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, el acuerdo conciliatorio para su aprobación y que mediante auto del 14 de junio de 2001 proferido por el citado Tribunal
 se resolvió improbar la mencionada conciliación por considerarla lesiva para los intereses patrimoniales de la Administración, decisión que fue apelada por el consorcio contratista
.

En el caso sub lite, la Sala observa, luego de revisado el acervo probatorio, que el día 14 de mayo de 1999 las partes contratantes firmaron el “ACTA DE LIQUIDACION FINAL No. 174”, documento en el cual el contratista habría dejado de manera expresa unas salvedades, las cuales son objeto de la presente demanda. 
Siendo así y comoquiera que las partes liquidaron de común acuerdo el contrato No. 1121, en el presente asunto el término de caducidad de la acción empezó correr a partir de la fecha de suscripción del acta de liquidación, lo que ocurrió el 14 de mayo de 1999, ello de conformidad con previsto por el literal c) del artículo 44 de la Ley 446 de 1998, norma según la cual en los contratos que requieran liquidación y ésta se efectué de común acuerdo por las partes, el término de caducidad de la acción será de dos (2) años, contados desde la firma del acta de liquidación.  
Así pues, en principio el contratista tenía como plazo máximo para impetrar la demanda contractual hasta el 14 de mayo de 2001, esto es dos años después de firmada el acta de liquidación del contrato No. 1121.

No obstante lo anterior, encuentra la Sala probado conforme los documentos allegados al proceso, que el 4 de diciembre de 2000 el Consorcio Dis Ltda., solicitó ante la Procuraduría la realización de una audiencia de conciliación prejudicial, circunstancia que sin duda alguna acarreó la suspensión del término de caducidad de la acción por un plazo que no podía exceder de sesenta (60) días, contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de la conciliación prejudicial ante el Ministerio Público, según lo previsto por el artículo 80 de la Ley 446 de 1998 y de conformidad con lo expuesto anteriormente. 

Bajo ese escenario, resulta que en este caso el computo de la caducidad empezó a correr a partir del 14 de mayo de 1999, término que en razón a la solicitud de conciliación de prejudicial presentada por el consorcio contratista se suspendió por sesenta (60) días, esto es desde el 4 de diciembre de 2000 – fecha de presentación de la solicitud de la conciliación – hasta el 2 de marzo de 2001, fecha esta última en la cual se habría reanudado el conteo de la caducidad de la acción.

Así las cosas, en el presente asunto el computo de la caducidad corrió desde el 14 de mayo de 1999 hasta el 4 de diciembre de 2000 - para un total de un (1) año, seis (6) meses y veinte (20) días – y al reanudarse el término de la caducidad de la acción el 2 de marzo de 2001, a partir de esa fecha habrán de contarse los cinco (5) meses y diez (10) días calendario que faltaban para completar el plazo de los dos años con que contaba el contratista para demandar. 

En ese contexto, es claro para la Sala que el término de caducidad de la acción corrió desde el 14 de mayo de 1999 hasta el 13 de agosto de 2001 y comoquiera que en este caso la demanda se interpuso el 21 de agosto de 2001, resulta evidente que la acción se ejerció por fuera del plazo legal previsto para ello.

Así las cosas, dado que para el momento de presentación de la demanda la acción contractual se encontraba caducada, la Sala procederá a confirmar la sentencia apelada. 

3. Condena en costas.

Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, en el sub lite, debido a que ninguna procedió de esa forma, no habrá lugar a imponerlas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 19 de enero de 2005 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión.

SEGUNDO.- Sin condena en costas.

TERCERO.- En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.
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